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OMISIÓN DE AGENTE RETENEDOR O RECAUDADOR / PODER  VINCULANTES DE LOS PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES / RIGEN DESDE SU PROMULGACIÓN Y HACIA FUTURO/  AUDIENCIA DE IMPUTACIÓN/ EL ACUSADO ACEPTÓ CARGOS/ EL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL APLICADO EN LA DILIGENCIA NO ESTABA VIGENTE PARA LA ÉPOCA EN QUE OCURRIERON LOS HECHOS (AÑOS 2007 Y 2008)/ NO SE APRUEBA ALLANAMIENTO A CARGOS/ REVOCA Y ORDENA REALIZAR LAS AUDIENCIAS REGULADAS ARTÍCULO 447 DEL C.P.P.

Con base en la argumentación dada hasta el momento, y teniendo en cuenta que en el presente asunto estamos ante hechos delictuales ocurridos entre los años 2007 y 2008, periodo durante el cual estaba en boga la teoría consistente en que los preacuerdos y los allanamientos a cargos eran dos figuras diferentes, por lo que obviamente quien se allanaba a cargos, para que se le imprimiera aprobación a ese decisión, no adquiría la obligación de reintegrar por lo menos el 50% del incremento patrimonial percibido como consecuencia de la comisión del delito. Y si a ello le sumamos que el precedente jurisprudencial invocado por el A quo es de una fecha mucho posterior al de la comisión del delito, y que de contera es perjudicial para los intereses del Procesado, válidamente se puede concluir que dicho precedente solo rige hacia el futuro, o sea a partir de la fecha en la cual fue proferido, y que en consecuencia no tiene cabida o aplicación al caso subexamine.

(…)

En conclusión si bien es cierto le asiste razón al Juez A quo, cuando indicó que a partir de la sentencia SP14496-2017. Rad. 39831 del 27 de septiembre de 2017, no es viable aprobar un allanamiento a cargos por delitos en los cuales el procesado haya tenido un incremento patrimonial, hasta tanto no restituya por lo menos el 50% del beneficio obtenido; sin embargo, no le asiste razón en decir que ello es aplicable al caso en estudio, por cuanto, como ya se dejó claro párrafos atrás, los hechos por los que se llamó al Procesado a juicio tuvieron ocurrencia entre los años 2007 y 2008, esto es, nueve años antes de que la CSJ variara su línea de pensamiento frente al tema en mención. 

Siendo así las cosas, la Sala concluye que le asiste la razón a la tesis de la discrepancia propuesta por los apelantes, y por ende se habrá de revocar la decisión confutada, para de esa forma imprimirle aprobación a la decisión del Procesado JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO allanarse a los cargos endilgados en su contra en la audiencia de formulación de la imputación, y en consecuencia se ordenará al Juzgado A quo que proceda a llevar a cabo las audiencias reguladas en el artículo 447 del C.P.P.
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	Radicación:
	66001 60 00 066 2009 01552 01

	Acusado:
	Jaime David Anaya Buitrago

	Delito:
	Omisión de agente retenedor o recaudador 

	Procede:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas 

	Decisión:
	Revoca auto confutado


VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver los recursos de apelación interpuestos por la Fiscalía, la apoderada de víctimas y la Defensa en contra de la decisión adoptada el 5 de septiembre de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, dentro del proceso que se le sigue al procesado JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO, por incurrir en la presunta comisión del delito de omisión de agente retenedor o recaudador, en la cual se improbó el allanamiento a cargos que hiciera el procesado en audiencia de imputación y se decretó la nulidad de la actuación.
ANTECEDENTES:
De acuerdo con la denuncia penal formulada por el Dr. Naudin Antonio Gómez, obrando en nombre y representación de la División de Gestión Jurídica de la Dirección Seccional de Impuestos y Aduanas Nacionales de Pereira, radicada en la Oficina de Asignaciones de la Fiscalía el día 08 de mayo de 2018, el señor JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO, quien es responsable del cumplimiento de la obligación de consignar las sumas recaudadas por concepto de Impuesto sobre las ventas (IVA), que generan sus actividades de arquitectura e ingeniería y conexas y el asesoramiento técnico, había incumplido con dicho deber puesto que no consigno a órdenes del erario las sumas relacionadas en sus declaraciones privadas de IVA dentro de los dos meses siguientes a la fecha señalada por el gobierno nacional para su presentación.
Los conceptos, años periodos y valores de las declaraciones presentadas sin pago son: el periodo 01 del año 2007 por valor de $540.000; el periodo 03 del año 2007 por un valor de $2.446.256 y el periodo 05 del año 2008 por la suma de $1.332.000. Todo lo anterior para un valor total de $4.318.256.

Después de realizadas las labores investigativas por parte de la FGN, el 8 de mayo de 2018, ante el Juzgado 1º Penal Municipal de Dosquebradas, se le formuló imputación a JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO, por la incurrir presuntamente en la conducta punible de omisión de agente retenedor o recaudador, prevista en el artículo 402 del C.P., cargos que aceptó, de manera libre, voluntaria, consciente y debidamente asistido y asesorado por su defensor, por lo que se le informó que se haría acreedor a una rebaja punitiva hasta la mitad de la pena a imponer.
Atendiendo lo anterior, la Fiscalía procedió a presentar el correspondiente escrito para la realización de la audiencia de verificación del allanamiento a cargos, individualización de penas y sentencia, cuyo conocimiento le correspondió, por reparto, al Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, quien programó la audiencia para el día 02 de agosto de hogaño, fecha en que la representante de la Fiscalía no compareció, lo que implicó la reprogramación de la vista pública para el día 5 de septiembre de 2018.

EL PROVEÍDO RECURRIDO:
En la fecha arriba señalada el señor Juez de conocimiento instaló la audiencia y en ella, después de hacer un recuento de lo sucedido en la diligencia de imputación de cargos, no le impartió aprobación a la decisión del procesado de allanarse a los cargos, y en consecuencia declaró la nulidad de la actuación. 

Como fundamento de su decisión, el fallador de 1ª instancia trajo a colación el contenido de la sentencia # 39831 del 27 de septiembre de 2017 y lo dicho por esta Sala de Decisión Penal el 18 de mayo de 2018 dentro del radicado # 66170 60 00 066 2017 01641 01, en donde se habló sobre la aplicación de lo establecido en el art. 349 del C.P.P. respecto al tema del reintegro del 50% del incremento patrimonial percibido por parte del Procesado con la comisión del delito, para que operen los descuentos punitivos por el allanamiento a cargos. En ese orden de cosas señaló que la Corte en su sentencia hizo unas precisiones finales señalando un cambio jurisprudencial en el tema del allanamiento a cargos, para indicar que este es una de las modalidades de lo preacordado entre Imputado y Fiscalía, razón por la cual se le debe aplicar el artículo 349 del Código de Procedimiento Penal. 
Asimismo el A quo expuso que como quiera que toda vez que en el presente asunto los hechos tuvieron ocurrencia en los años 2007 y 2008, pero la imputación se realizó apenas este año, surge la pregunta de si en el presente asunto es o no aplicable ese cambio de pensamiento jurisprudencial, especialmente si se tiene en cuenta el principio de favorabilidad. Para dar solución a esa pregunta, el A quo empezó por señalar que los precedentes jurisprudenciales son de obligatorio cumplimiento para los jueces de menor jerarquía, lo que implica que se debe acoger lo dicho en la mencionada sentencia; además de ello porque para la aplicación del precedente en un determinado caso, se debe tener en cuenta no si aquel estaba vigente a la fecha de los hechos, sino, si lo estaba para el momento de la imputación, que es exactamente lo que ocurre en este asunto, en donde a pesar de que los hechos datan de los años 2007 y 2008, la imputación, como ya se dijo, se realizó en el año 2018, esto es, después de que la CSJ se pronunció sobre el tema de la necesidad del reintegro del incremento patrimonial obtenido con el delito, para la procedencia de los descuentos por allanamiento a cargos. 
Bajo esa perspectiva, concluyó el A quo, es claro entonces que el señor JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO no consignó unos dineros que recaudó y que era su obligación consignarlos, lo que implica que lógicamente tuvo un incremento patrimonial; por ende, debe darse plena aplicación al artículo 349 C.P.P. como efectivamente lo ha dicho la CSJ y el Tribunal Superior de este Distrito Judicial, lo que genera como consecuencia lógica que no se le puede impartir aprobación a ese allanamiento a cargos que de forma libre consiente y voluntaria hiciera el señor JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO, hasta tanto no haya restituido por lo menos el 50% del incremento patrimonial obtenido con los dineros recaudados y no consignados.
Por todo lo anterior el A quo no aprobó el allanamiento a cargos y en consecuencia decretó la nulidad del presente proceso a partir de la aceptación de cargos que hiciera el señor JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO, toda vez que el investigado tuvo un incremento patrimonial y para la procedencia de la aprobación del allanamiento a cargos deberá reintegrar por lo menos el 50% del incremento obtenido, de conformidad con el artículo 349 del Código de Procedimiento Penal. 
Frente a esta decisión tanto la Fiscalía, como la apoderada de víctimas y el abogado defensor manifestaron interponer el recurso de apelación. 
LA ALZADA:
- La Fiscalía como recurrente, considera que el análisis que hizo la Corte en la sentencia referenciada por el A quo fue con relación al caso de los Nule, quienes fueron condenados por delitos demasiado graves puesto que ellos defraudaron al Estado en sumas millonarias, lo que implicaría que el mismo, en atención al principio de favorabilidad no debe ser aplicado al presente asunto, pues si bien es cierto que aquí, como en la sentencia de la CSJ, se está ante personas que defraudaron la administración pública y se apropiaron de dineros del Estado, la vulneración al bien jurídico en este caso no es tan grave como para decir que esa exigencia del art. 349 del C.P.P. también le es aplicable a este tipo de conductas punibles y ser extensivo a todos los allanamientos a cargos. De otro lado, considera que se debe recordar que el pronunciamiento del Tribunal Superior de Pereira, data del 18 de mayo de este año y para esa fecha el señor JAIME DAVID ANAYA, ya había aceptado cargos, pues la audiencia donde lo hizo se llevó a cabo el 8 de mayo. De esa manera considera la representante del Ente Acusador que en este asunto no se puede dejar de lado el principio de la favorabilidad, y por tanto debería aceptarse el allanamiento a cargos que hizo el Procesado. Aunado a ello, señala que se debe tener en cuenta la época de los hechos que fue el año 2007 y año 2008, considera que es viable jurídicamente que el Tribunal acoja el criterio de la Fiscalía,  en el entendido que la aplicación del principio de favorabilidad es un derecho que tienen todas las personas, y en este sentido es como la Fiscalía le pide el Honorable Tribunal Superior revoque su decisión.
- La Apoderada de víctimas como recurrente, manifestó que coadyuva la solicitud y el recurso que presenta la Fiscalía en el sentido en que los hechos datan del año 2007 y 2008, momento para el cual no se exigía restitución alguna para la aprobación del allanamiento a cargos, por tanto para el caso del señor JAIME DAVID ANAYA es necesario hacer remisión al principio de favorabilidad el cual establece como definición, que es aquel que busca la solución más favorable frente a la existencia de un conflicto de leyes, para que en cada caso se de aplicación a aquella que favorezca más al procesado. En ese orden de cosas, hay que tener en cuenta que el señor ANAYA BUITRAGO aceptó los cargos durante la imputación, lo que le genera una rebaja de hasta el 50% de la pena a imponer, razones por las que considera que sería dable que los honorables Magistrados tomaran en cuenta que la aceptación fue antes del fallo que emitió el Tribunal Superior de este Distrito el 18 de mayo de 2018. 

Así las cosas, solicita que se revoque la decisión de primera instancia y se permita que el Procesado se sostenga en la aceptación de cargos para la rebaja.
- El Defensor como recurrente, sostiene que el principio de favorabilidad es absoluto, está consagrado en la ley y simplemente dice que en todo caso de conflicto de leyes o de interpretaciones jurisprudenciales se debe privilegiar la que favorezca al sindicado, eso es un principio absoluto y está consagrado en la Constitución en el inciso 2º del artículo 29, igualmente señala que se debe recordar que la Constitución es norma de normas, aunado a lo estatuido en la Ley 153 de 1887 que es el compendio de interpretación de normas más completo que ha existido en este país, sigue vigente, no ha sido expresamente derogada y esa norma lo que dice es que los Jueces en sus fallos solamente están sometidos al imperio de la Ley y de la Constitución y que 3 fallos reiterados y uniformes de la CSJ sobre un mismo punto de derecho constituyen doctrina probable que sin embargo no obliga al Juez, porque le faculta a que examine las particularidades específicas de cada caso y en determinados casos sustentando su decisión pueda apartarse de ella, por lo que considera que este es uno de esos casos donde se amerita por parte del Juez apartarse de las decisiones de las Altas Cortes, porque no se está hablando de delitos que hayan causado grave daño patrimonial al Estado, como tampoco son asimilables la defraudación multimillonaria que cometieron los Nule a la que se causa con la omisión de un agente retenedor por valor de 8 millones de pesos por los dineros que no consignó en el año 2007.

Con base en lo anterior, considera que la jurisprudencia citada por el Juez de instancia no sería aplicable en virtud del principio de favorabilidad, como tampoco lo sería el pronunciamiento del Tribunal, el que además valga decirlo, hace referencia no a un delito contra la administración pública si no a un delito contra el patrimonio económico, que son bienes jurídicos distintos. Igualmente considera que la exclusión que hace el artículo 68A del Código Penal, respecto de los delitos contra la administración pública, tampoco se debe aplicar porque la ley # 1709 es de 2014 y la conducta penal cometida por su prohijado es de los años 2007 y 2008

Finalmente señala que no se justifica que a un delito cometido en el año 2007 se le pretendan aplicar variaciones jurisprudenciales ocurridas 10 años después del reato, pues con eso se vulnera ostensiblemente el principio de favorabilidad que consagra el artículo 29 de la Constitución al indicar que se deben aplicar las normas que son las que están vigentes al momento de la comisión del hecho, y lo mismo aplica para los criterios jurisprudenciales. De tal manera, no es viable agravar la situación de un procesado con posterioridad so pretexto de que se están interpretando las normas, por ello insiste, que lo que hay que hacer es aplicar lo que estaba vigente al momento que se cometió el hecho.

Así las cosas, solicita que admita y se declare procedente la aceptación de cargos que desde la imputación hizo el señor JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO y que en consecuencia se ordene dictar sentencia conforme a esa aceptación de cargos. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

Competencia:
Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 6º del artículo 34 del C.P.P., es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de un auto proferido en primera instancia por un Juzgado Penal del Circuito de este Distrito Judicial, sin avizorarse mácula alguna en el procedimiento que vicie de nulidad lo actuado.

Problema Jurídico:

Acorde con la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente en la alzada, la Sala es del criterio que del contenido de la misma se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Era viable la aplicación de precedentes jurisprudenciales que no se encontraban vigentes para la fecha en la cual ocurrieron los hechos, los que exigen en casos de allanamientos a cargos para su aprobación el reintegro del 50% de los dineros defraudados, para con bases en ellos no imprimirle aprobación a la decisión del Procesado JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO de aceptar los cargos que le fueron endilgados en su contra por incurrir en la presunta comisión del delito de Omisión de agente retenedor o recaudador?
- Solución:
Para dilucidar el problema jurídico propuesto, resulta importante empezar por mencionar que efectivamente a partir de la decisión 27 de septiembre de 2017, SP14496-2017 Rad. # 39831 proferida por la Sala Penal de la CSJ, se cambió un paradigma que estaba vigente en lo que tenía que ver con los institutos procesales de los preacuerdos y los allanamientos a cargos, por cuanto en esa decisión se adujo que los allanamientos a cargos eran una modalidad de los preacuerdos y no una figura procesal independiente. Lo cual implicaba que en aquellos eventos en los que una persona obtuviera un incremento patrimonial como consecuencia de la comisión del delito, y haya decidido allanarse a los cargos, para la procedencia de esa modalidad de terminación abreviada del proceso era necesario que acorde con lo ordenado por el articulo 349 C.P.P. debía reintegrar por lo menos el 50% de ese incremento patrimonial percibido. 
En ese orden de ideas y teniendo en cuenta lo dicho por los recurrentes, y con el fin de poder resolver el problema jurídico propuesto por los apelantes, se hace imperioso hacer mención al tema de la vigencia de los precedentes jurisprudenciales, para de esa manera poder determinar si era o no procedente la aplicación al caso concreto del precedente jurisprudencial traído a colación por parte del Juez A quo, quien soportó su decisión con base en el argumento consistente en que el punto de inflexión para la aplicación de un precedente jurisprudencial es la audiencia de formulación de imputación, lo cual quiere decir que si para la fecha de ese acto procesal existía el precedente, el mismo debe aplicarse. Teoría esta que ha sido refutada por los apelantes, quienes al unísono aseveran que la época de ocurrencia de los hechos delictuales es la que marca la pauta en la aplicación de precedentes jurisprudenciales, los cuales por regla general no tendrían efectos retroactivos.
Para dilucidar ese tema, resulta pertinente traer a colación lo dicho por la Sala de Casación Penal de la CSJ en la sentencia  SP18449-2017, radicado # 47608 del 8 de noviembre de 2017, en la que se precisó: 
“4.2.- Dada la importancia del precedente y, concretamente, equiparada la jurisprudencia al nivel de fuente del derecho, también resulta evidente que los principios que ilustran y guían la aplicación de la ley igualmente la deben seguir, por ejemplo, que la nueva posición jurisprudencial rige, como regla general, hacia el futuro sin efectos retroactivos.

O sea, que el ámbito de comprensión de la nueva tesis jurisprudencial es para casos ulteriores o por venir, lo cual, de manera general, excluye su aplicación retroactiva.

La imposibilidad de que se aplique la nueva jurisprudencia con efectos retroactivos, cuando comporta una situación o efecto nocivo o negativo para el procesado, fue acogida recientemente por esta Sala Penal a partir de la decisión contenida en CSJ SP, 27 sep 2017, Rad. 39831. En ella se concretó:

6.- La Corte debe precisar, finalmente, que como en este evento los Juzgadores de instancia, acorde con la jurisprudencia por entonces vigente, decidieron no aplicar las previsiones del artículo […] que conforme al entendimiento que ahora se reproduce […] resulta claro que en respeto por el debido proceso, dado el carácter restrictivo de esta intelección, la misma no será aplicada al caso presente.

Así mismo lo ha entendido recientemente el Consejo de Estado, por ejemplo, cuando señaló
:

4.4.- Esta Sala considera que una razonable aproximación a esa problemática desde un enfoque basado en derechos impone asumir una premisa fundamental: las buenas razones que impulsan el progreso del pensamiento jurídico, por la vía del cambio de jurisprudencia, no justifican que a costa de tal evolución sea legítimo y proporcional el sacrificio de los derechos de quienes obraron en el pasado movidos por lo que mandaba el antiguo precedente. Así, aun cuando no existe un derecho subjetivo de persona alguna de impedir la evolución y cambio de las soluciones que provea el derecho de fuente jurisprudencial, sí es razonable demandar que tales mutaciones sean respetuosas de los derechos subjetivos de los justiciados.

4.5.- Entonces, la garantía de los derechos individuales en el marco de las actuaciones administrativas y jurisdiccionales lleva a afirmar por regla general que todo cambio de jurisprudencia que altera de manera sustantiva el contenido y alcance de las competencias estatales, de los derechos de las personas o los mecanismos de protección de los mismos, necesariamente debe ser adoptado e interpretado con efecto prospectivo o a futuro, esto es, que de manera ínsita se encuentra envuelto en él su radio de acción temporal o ratione temporis gobernando las situaciones problemáticas que se susciten a partir de la fecha posterior a su adopción, lo que excluye cualquier suerte de aplicación retroactiva del nuevo criterio jurisprudencial.”
De acuerdo a lo dicho en precedencia, es claro que los efectos tanto de la ley como de la jurisprudencia son prospectivos, esto es que rigen desde su promulgación y hacía el futuro, y solo operarían de manera retroatractiva, en atención al principio de favorabilidad, cuando ellos encarnan un beneficio o un efecto positivo para la situación del procesado. Siguiendo esa línea de pensamiento, se tiene entonces que así como la Ley rige para situaciones que nazcan al mundo jurídico una vez ella es promulgada, los efectos de la jurisprudencia de las Altas Cortes también sirven para regular situaciones que se den a partir de que la decisión es notificada, exceptuando los casos en que es viable, como ya se dijo, de aplicarla a situaciones pasadas, en virtud del principio de favorabilidad. Así las cosas, para establecer si en un determinado caso es o no aplicable un precedente jurisprudencial se debe tener en cuenta primero si para la época de los hechos el mismo estaba vigente y de no estarlo, hay que verificar si la aplicación al caso concreto, a pesar de ello, repercute en la configuración de una situación más beneficiosa para el procesado. 
Con base en la argumentación dada hasta el momento, y teniendo en cuenta que en el presente asunto estamos ante hechos delictuales ocurridos entre los años 2007 y 2008, periodo durante el cual estaba en boga la teoría consistente en que los preacuerdos y los allanamientos a cargos eran dos figuras diferentes, por lo que obviamente quien se allanaba a cargos, para que se le imprimiera aprobación a ese decisión, no adquiría la obligación de reintegrar por lo menos el 50% del incremento patrimonial percibido como consecuencia de la comisión del delito. Y si a ello le sumamos que el precedente jurisprudencial invocado por el A quo es de una fecha mucho posterior al de la comisión del delito, y que de contera es perjudicial para los intereses del Procesado, válidamente se puede concluir que dicho precedente solo rige hacia el futuro, o sea a partir de la fecha en la cual fue proferido, y que en consecuencia no tiene cabida o aplicación al caso subexamine.
En ese orden de ideas, le asiste razón a los recurrentes en cuanto a los reproches formulados a la decisión del A quo de improbar el allanamiento a cargos que hiciera el procesado JAIME DAVID ANAYA, argumentando para ello los efectos vinculantes que dimanarían de lo dicho por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia del 27 de septiembre de 2017, SP14496-2017. Rad. # 39831, los cuales, se reitera tienen efectos vinculantes a partir de la fecha en la que se profirió el precedente, sin importar para nada el momento procesal en el cual al indiciado se le imputaron cargos.
Entonces no es viable que en el presente asunto sea procedente exigirle al señor ANAYA BUITRAGO cumplir con lo dispuesto en el art. 349 C.P.P., como condición o presupuesto para que sea procedente imprimirle aprobación a su decisión de allanarse a los cargos que le fueron endilgados en la audiencia de formulación de la imputación. 
En conclusión si bien es cierto le asiste razón al Juez A quo, cuando indicó que a partir de la sentencia SP14496-2017. Rad. 39831 del 27 de septiembre de 2017, no es viable aprobar un allanamiento a cargos por delitos en los cuales el procesado haya tenido un incremento patrimonial, hasta tanto no restituya por lo menos el 50% del beneficio obtenido; sin embargo, no le asiste razón en decir que ello es aplicable al caso en estudio, por cuanto, como ya se dejó claro párrafos atrás, los hechos por los que se llamó al Procesado a juicio tuvieron ocurrencia entre los años 2007 y 2008, esto es, nueve años antes de que la CSJ variara su línea de pensamiento frente al tema en mención. 
Siendo así las cosas, la Sala concluye que le asiste la razón a la tesis de la discrepancia propuesta por los apelantes, y por ende se habrá de revocar la decisión confutada, para de esa forma imprimirle aprobación a la decisión del Procesado JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO allanarse a los cargos endilgados en su contra en la audiencia de formulación de la imputación, y en consecuencia se ordenará al Juzgado A quo que proceda a llevar a cabo las audiencias reguladas en el artículo 447 del C.P.P.
Finalmente, quiere la Sala referir, que si bien es cierto como ya se dijo, no es aplicable en este asunto la exigencia de la restitución de una parte del incremento patrimonial obtenido con el delito para aprobar la aceptación de cargos, también es igual de innegable que el no haber realizado tal reparación del daño, implica que al momento de tasar la pena el juez no está obligado a conceder el máximo de la rebaja permitida por el allanamiento a la imputación. 

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la providencia proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas en la audiencia celebrada el 05 de septiembre de 2018, mediante la cual se improbó el allanamiento a cargos que hiciera el procesado JAIME DAVID ANAYA BUITRAGO en la audiencia de imputación y se decretó la nulidad de la actuación, y en consecuencia se le imprimirá aprobación a la decisión del Procesado de marras de aceptar los cargos enrostrados en su contra.
SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado A quo para que proceda a llevar a cabo las audiencias reguladas en el artículo 447 del C.P.P.
TERCERO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen para que se continúe con el trámite del proceso. 
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sentencia del 4 de septiembre de 2017. Rad. 68001-23-31-000-2009-00295-01 (57279)
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